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C A R TA S  D E  C O M E N TA R I O S

CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 15 DE 2023 

CÁMARA

por medio de la cual se habilita la política pública de cielos abiertos en el transporte aéreo de Colombia  
y se dictan otras disposiciones.

2.  Despacho del Viceministro General 

Bogotá D.C., 

Honorable Congresista  
ANDRÉS DAVID CALLE AGUAS
Cámara de representantes 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Carrera 7 No. 8-68
Bogotá D.C., 

Asunto: Comentarios al texto aprobado en primer debate al Proyecto de Ley No. 15 de 2023 
Por medio de la cual se habilita la política pública de cielos abiertos en el transporte 

aéreo de Colombia y se dictan otras disposiciones.

Radicado entrada  
No. Expediente 13719/2024/OFI 

Respetada Presidente: 

De manera atenta, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público presenta los comentarios y 
consideraciones al texto aprobado en primer debate del Proyecto de Ley del asunto en los
siguientes términos: 

El proyecto de Ley del asunto, de iniciativa parlamentaria, de acuerdo con lo contemplado en su 
la habilitación de la política pública de cielos abiertos en el transporte 

aéreo de Colombia, a excepción del tráfico de cabotaje, como un mecanismo para el desarrollo 
económico del comercio, la industria y el turismo del país. establecer 

que establece la OACI, que permite un acceso irrestricto a los mercados, con frecuencias 
ilimitadas, libertad de tarifas, libertad de equipo, múltiple designación, criterio de nacionalidad por 
establecimiento y cláusulas de acuerdos de colaboración liberalizadas 1. 

Con la finalidad de cumplir con el objeto señalado, se propone adicionar un artículo al Capitulo 
V de la Ley 105 de 19932, así:  

                                                 

Radicado: 2-2024-016096
Bogotá D.C., 5 de abril de 2024 16:02

términos: 

Artículo 59A. El Gobierno nacional adoptará la política pública de cielos abiertos en el 
transporte aéreo de Colombia, a excepción del tráfico de cabotaje. 

Parágrafo 1°. La nueva política pública de cielos abiertos habilitará la adopción de la 
quinta, sexta y séptima libertad aérea reconocida por la OACI en el transporte aéreo del 
país. 

Parágrafo 2°. La negociación de derechos de tráfico estará sujeto al análisis particular 
de cada caso y siempre se respetará el principio de la libre y sana competencia, 
garantizando la prestación permanente de servicios y previniendo prácticas desleales o 

En línea con lo anterior, el artículo 4 del proyecto de Ley establece: 

Artículo 4°. La Superintendencia de Industria y Transporte, el Ministerio de Transporte y 
la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil podrán implementar en conjunto 
un sistema de compensación a las aerolíneas nacionales que demuestren verse 
perjudicadas, siempre que se garantice el correcto ejercicio de los cielos abiertos, 
implique conductas restrictivas de la competencia o se hayan visto afectadas en derechos 

(Subrayado y negrita fuera del texto original) 

Al respecto, en la exposición de motivos de la ponencia para primer debate3 del Proyecto de Ley 
señala que la iniciativa no contiene algún precepto o artículo que comprometa presupuesto estatal 
o impacte fiscalmente a la Nación, sin embargo, el artículo 4 de la iniciativa no es claro en señalar 
si la compensación a la que hace referencia es de tipo económica y quién sería el responsable 
de reconocerla y pagarla. 

En ese orden de ideas, el proyecto podría implicar costos fiscales no contemplados en el 
Presupuesto General de la Nación y que no estarían previstos en las restricciones del Marco 
Fiscal de Mediano Plazo ni en las proyecciones de gastos de mediano plazo del Sector 
Transporte. Así, es necesario que los autores y ponentes de la iniciativa den cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 7 de la Ley 819 de 20034, que establece todo Proyecto de ley debe hacer 
explícita su compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, y debe incluir expresamente 
en la exposición de motivos y en las ponencias de trámite respectivas, los costos fiscales de la 
iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada para el respectivo financiamiento.

                                                 

De otra parte, el artículo 6 estipula:  

Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, en cada caso, al ratificar y/o celebrar
tratados, convenios 
o instrumentos internacionales a nivel bilateral, regional y multilateral deberán observar 

Frente el particular, se observa que lo propuesto podría desconocer los reglamentos de aviación 
civil internacional y las competencias conferidas al Congreso de la República y al presidente de 
la República, en materia de tratados o convenios internacionales, consagrados, principalmente,
en el numeral 16 del artículo 150 y numeral 2 del artículo 189 de la Constitución Política. 

En los anteriores términos, este Ministerio solicita se tengan en cuenta las anteriores 
consideraciones y expresa muy atentamente la voluntad de colaborar con la actividad legislativa 
en términos de responsabilidad fiscal vigente 

Cordialmente, 

DIEGO ALEJANDRO GUEVARA CASTAÑEDA  
Viceministro General de Hacienda y Crédito Público 
DGPPN/OAJ 

Con Copia: - Dr. Jaime Luis Lacouture Peñaloza  Secretario General de la Cámara de Representantes. 
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2.  Despacho del Viceministro General 

Bogotá D.C., 

Honorable Congresista  
ANDRÉS DAVID CALLE AGUAS
Cámara de representantes 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Carrera 7 No. 8-68
Bogotá D.C., 

Asunto: Comentarios al texto aprobado en primer debate al Proyecto de Ley No. 15 de 2023 
Por medio de la cual se habilita la política pública de cielos abiertos en el transporte 

aéreo de Colombia y se dictan otras disposiciones.

Radicado entrada  
No. Expediente 13719/2024/OFI 

Respetada Presidente: 

De manera atenta, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público presenta los comentarios y 
consideraciones al texto aprobado en primer debate del Proyecto de Ley del asunto en los
siguientes términos: 

El proyecto de Ley del asunto, de iniciativa parlamentaria, de acuerdo con lo contemplado en su 
la habilitación de la política pública de cielos abiertos en el transporte 

aéreo de Colombia, a excepción del tráfico de cabotaje, como un mecanismo para el desarrollo 
económico del comercio, la industria y el turismo del país. establecer 

que establece la OACI, que permite un acceso irrestricto a los mercados, con frecuencias 
ilimitadas, libertad de tarifas, libertad de equipo, múltiple designación, criterio de nacionalidad por 
establecimiento y cláusulas de acuerdos de colaboración liberalizadas 1. 

Con la finalidad de cumplir con el objeto señalado, se propone adicionar un artículo al Capitulo 
V de la Ley 105 de 19932, así:  

                                                 

Radicado: 2-2024-016096
Bogotá D.C., 5 de abril de 2024 16:02

términos: 

Artículo 59A. El Gobierno nacional adoptará la política pública de cielos abiertos en el 
transporte aéreo de Colombia, a excepción del tráfico de cabotaje. 

Parágrafo 1°. La nueva política pública de cielos abiertos habilitará la adopción de la 
quinta, sexta y séptima libertad aérea reconocida por la OACI en el transporte aéreo del 
país. 

Parágrafo 2°. La negociación de derechos de tráfico estará sujeto al análisis particular 
de cada caso y siempre se respetará el principio de la libre y sana competencia, 
garantizando la prestación permanente de servicios y previniendo prácticas desleales o 

En línea con lo anterior, el artículo 4 del proyecto de Ley establece: 

Artículo 4°. La Superintendencia de Industria y Transporte, el Ministerio de Transporte y 
la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil podrán implementar en conjunto 
un sistema de compensación a las aerolíneas nacionales que demuestren verse 
perjudicadas, siempre que se garantice el correcto ejercicio de los cielos abiertos, 
implique conductas restrictivas de la competencia o se hayan visto afectadas en derechos 

(Subrayado y negrita fuera del texto original) 

Al respecto, en la exposición de motivos de la ponencia para primer debate3 del Proyecto de Ley 
señala que la iniciativa no contiene algún precepto o artículo que comprometa presupuesto estatal 
o impacte fiscalmente a la Nación, sin embargo, el artículo 4 de la iniciativa no es claro en señalar 
si la compensación a la que hace referencia es de tipo económica y quién sería el responsable 
de reconocerla y pagarla. 

En ese orden de ideas, el proyecto podría implicar costos fiscales no contemplados en el 
Presupuesto General de la Nación y que no estarían previstos en las restricciones del Marco 
Fiscal de Mediano Plazo ni en las proyecciones de gastos de mediano plazo del Sector 
Transporte. Así, es necesario que los autores y ponentes de la iniciativa den cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 7 de la Ley 819 de 20034, que establece todo Proyecto de ley debe hacer 
explícita su compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, y debe incluir expresamente 
en la exposición de motivos y en las ponencias de trámite respectivas, los costos fiscales de la 
iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada para el respectivo financiamiento.

                                                 

De otra parte, el artículo 6 estipula:  

Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, en cada caso, al ratificar y/o celebrar
tratados, convenios 
o instrumentos internacionales a nivel bilateral, regional y multilateral deberán observar 

Frente el particular, se observa que lo propuesto podría desconocer los reglamentos de aviación 
civil internacional y las competencias conferidas al Congreso de la República y al presidente de 
la República, en materia de tratados o convenios internacionales, consagrados, principalmente,
en el numeral 16 del artículo 150 y numeral 2 del artículo 189 de la Constitución Política. 

En los anteriores términos, este Ministerio solicita se tengan en cuenta las anteriores 
consideraciones y expresa muy atentamente la voluntad de colaborar con la actividad legislativa 
en términos de responsabilidad fiscal vigente 

Cordialmente, 

DIEGO ALEJANDRO GUEVARA CASTAÑEDA  
Viceministro General de Hacienda y Crédito Público 
DGPPN/OAJ 

Con Copia: - Dr. Jaime Luis Lacouture Peñaloza  Secretario General de la Cámara de Representantes. 

CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO A 
LA PONENCIA PROPUESTA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

021 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 376 de 1997 y se dictan otras disposiciones. Ley de la Fonoaudiología.

2.  Despacho del Viceministro General 

Bogotá D.C., 

Honorable Congresista 
ANDRÉS DAVID CALLE AGUAS  
Cámara de Representantes 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Carrera 7 No. 8-68
Bogotá D.C., 

Asunto: Comentarios a la ponencia propuesta para segundo debate al Proyecto de Ley No. 021 
por medio de la cual se modifica la Ley 376 de 1997 y se dictan otras 

disposiciones. Ley de la Fonoaudiología.

Radicado entrada    
No. Expediente 13724/2024/OFI 

Respetada Presidente: 

De manera atenta, dando cumplimiento al artículo 7 de la Ley 819 de 20031, y en atención a la 
solicitud elevada por el Doctor, Ricardo Alfonso Albornoz Barreto, como secretario general de la 
Comisión Séptima de la Cámara de representantes, se presentan los comentarios y 
consideraciones del Ministerio de Hacienda y Crédito Público al texto de ponencia propuesto para 
segundo debate al Proyecto de Ley del asunto, en los siguientes términos: 

El Proyecto de ley, de iniciativa parlamentaria, tiene por objeto 
el adecuado desempeño de la profesión de la Fonoaudiología, modificando y actualizando lo 

2. 

Para el efecto, el artículo 8 establece el 6 de septiembre como el Día Nacional del Fonoaudiólogo, 
de modo tal que el Gobierno nacional, por intermedio del Ministerio de Salud y Protección Social, 
en coordinación con el Colegio Colombiano de Fonoaudiólogos y gremios del Sector, organizará 
actos protocolarios, académicos y culturales. Además, los medios de comunicación públicos 
podrán emitir contenidos alusivos a la celebración del Día Nacional del Fonoaudiólogo. 

                                                 

Radicado: 2-2024-016098
Bogotá D.C., 5 de abril de 2024 16:04

Frente a esta propuesta, esto podría no tener impacto en las finanzas de la Nación, siempre y 
cuando sea ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 199 de 20243 o aquel que 
lo remplace, que incorporó medidas de austeridad relacionadas, entre otras cosas, con el ahorro 
en publicidad y la modificación de la planta de personal. De manera que, al margen de que las 
entidades del orden nacional que hacen parte del Presupuesto General de la Nación puedan tener 
en sus presupuestos la financiación de campañas publicitarias, es importante tener en cuenta 
que las mismas deben observar y estar alineadas con las políticas de austeridad como un
compromiso en la reducción del Gasto Público-, promovidas desde el Gobierno nacional. 

Por todo lo expuesto, este Ministerio solicita se tengan en cuenta las anteriores consideraciones 
y manifiesta la voluntad de colaborar con la actividad legislativa. 

Atentamente, 

DIEGO ALEJANDRO GUEVARA CASTAÑEDA 
Viceministro General de Hacienda y Crédito Público 
OAJ/DGPPN 

Con copia: Dr. Jaime Luis Lacouture Peñaloza, Secretario Cámara de Representantes. 
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CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO  
AL TEXTO DE PONENCIA PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 30 DE 2022 CÁMARA

por medio de la cual se modifica el artículo 21 de la Ley 105 de 1993 y se dictan otras disposiciones.

2.  Despacho del Viceministro General 

Bogotá D.C., 

Honorable Representante 
ANDRÉS DAVID CALLE AGUAS 
Cámara de Representantes 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Carrera 7 No. 8  68  
Bogotá D.C., 

Asunto: Comentarios al texto de ponencia propuesto para segundo debate al Proyecto de Ley 
Por medio de la cual se modifica el artículo 21 de la Ley 105 de 1993 y 

Radicado entrada    
No. Expediente 13706/2024/OFI 

Respetado Presidente: 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 819 de 20031, se presentan los comentarios y 
consideraciones del Ministerio de Hacienda y Crédito Público al texto de ponencia propuesto 
para segundo debate al proyecto de ley del asunto, en los siguientes términos:  

El Proyecto de ley, de iniciativa parlamentaria, tiene por objeto determinar nuevos criterios para 
el establecimiento de tasas diferenciales de peaje, tales como, el estado de las vías y el 
porcentaje habilitado para el uso de la infraestructura vial. De igual manera, se establecen 
criterios que las autoridades competentes y los recaudadores autorizados deben tener en cuenta 
en el momento de la fijación, modificación y/o eliminación de las tarifas de los peajes, dentro de 
los cuales se destacan: (i) previsión de situaciones que puedan desencadenar en obstrucción de 
la movilidad, so pena de encontrarse en la obligación de liberar el paso sin cobro alguno; (ii) 
imposibilidad de trasladar a los usuarios los costos administrativos, de sistemas y financieros del 
recaudo; (iii) límite en el cobro de los peajes autorizados a los concesionarios; y (iv) restricciones 
en la fijación y cobro de peajes, los cuales podrán realizarse cuando no existan estaciones de 
recaudo autorizadas en menos de 85 kilómetros de recorrido.2  

                                                 

Radicado: 2-2024-016090
Bogotá D.C., 5 de abril de 2024 15:56

En primera medida, es necesario señalar que la facultad legal establecida en el artículo 21 de la 
Ley 105 de 1993 ha permitido que los recursos producto del cobro de tasas, tarifas o peajes por 
el uso de la infraestructura se constituya en uno de los mecanismos utilizado por la Nación para 
atender las múltiples necesidades de desarrollo de infraestructura de transporte en el país, así 
como la necesidad de mantener operativamente y en condiciones seguras todas las vías a su 
cargo. Esto, a pesar de los grandes esfuerzos fiscales que en los últimos años en materia de 
inversión en infraestructura se han realizado con cargo al Presupuesto General de la Nación, los 
cuales han resultado insuficientes para atender los altos costos del desarrollo de infraestructura 
y mantenimiento de ésta. 

En este orden de ideas, se debe tener presente que, en el marco normativo vigente, la instalación 
de casetas de peajes en vías entregadas en concesión a lo largo del territorio nacional se 
encuentra asociada al cubrimiento de los costos e inversiones o una porción de estos, que se 
generen con ocasión de la ejecución de las obras necesarias para lograr el cumplimiento del 
objeto contractual, según sea el caso. Por tanto, una modificación a la estructura financiera del 
contrato, relacionada con una de las fuentes de remuneración del concesionario, generaría un
desequilibrio económico del mismo y, en consecuencia, tendría que entrar a cubrirse el menor 
recaudo con recursos del Presupuesto General de la Nación. 
  
De conformidad con lo expuesto, la instalación de casetas de peaje en las vías a cargo de la
Nación, ha contribuido de manera significativa al desarrollo de la infraestructura vial del país, 
dadas las limitaciones fiscales, por tanto, el establecimiento de los criterios previstos en el 
proyecto de ley, de fijar tarifas diferenciales, exenciones del cobro por detenciones forzadas o 
instalaciones de casetas de peajes en distancias superiores a 85 km, implica costos fiscales que 
no están previstos en las restricciones del Marco Fiscal de Mediano Plazo ni en las proyecciones 
de gastos de mediano plazo del Sector Transporte, debido al encarecimiento en la estructura de 
costos de los proyectos de inversión en infraestructura que se financien con recursos públicos. 

En todo caso, el costo del proyecto no es determinable, toda vez que esta Cartera no cuenta con 
datos relacionados con el estado de la infraestructura vial, el porcentaje habilitado para su uso, 
el porcentaje de ocurrencia de detenciones forzadas, distancia entre casetas de peaje instaladas 
y demás información que permita hacer los análisis respectivos. 

De acuerdo con lo anterior, es indispensable que los autores y ponentes de la iniciativa den 
cumplimiento de lo establecido en el artículo 7 de la Ley 819 de 20033, que determina todo 
Proyecto de Ley debe hacer explícita su compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, y 
debe incluir expresamente en la exposición de motivos y en las ponencias de trámite respectivas, 
los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada para el respectivo 
financiamiento.4

                                                 

Por lo expuesto, este Ministerio solicita se tengan en cuenta las anteriores consideraciones, y 
manifiesta la voluntad de colaborar con la actividad legislativa en términos de responsabilidad 
fiscal vigente. 

Cordialmente, 

DIEGO ALEJANDRO GUEVARA CASTAÑEDA 
Viceministro General de Hacienda y Crédito Público 
DGPPN/DAF/OAJ 

Con Copia: Dr. Jaime Luis Lacouture Peñaloza Secretario General de la Cámara de Representantes.

2.  Despacho del Viceministro General 

Bogotá D.C., 

Honorable Representante 
ANDRÉS DAVID CALLE AGUAS 
Cámara de Representantes 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Carrera 7 No. 8  68  
Bogotá D.C., 

Asunto: Comentarios al texto de ponencia propuesto para segundo debate al Proyecto de Ley 
Por medio de la cual se modifica el artículo 21 de la Ley 105 de 1993 y 

Radicado entrada    
No. Expediente 13706/2024/OFI 

Respetado Presidente: 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 819 de 20031, se presentan los comentarios y 
consideraciones del Ministerio de Hacienda y Crédito Público al texto de ponencia propuesto 
para segundo debate al proyecto de ley del asunto, en los siguientes términos:  

El Proyecto de ley, de iniciativa parlamentaria, tiene por objeto determinar nuevos criterios para 
el establecimiento de tasas diferenciales de peaje, tales como, el estado de las vías y el 
porcentaje habilitado para el uso de la infraestructura vial. De igual manera, se establecen 
criterios que las autoridades competentes y los recaudadores autorizados deben tener en cuenta 
en el momento de la fijación, modificación y/o eliminación de las tarifas de los peajes, dentro de 
los cuales se destacan: (i) previsión de situaciones que puedan desencadenar en obstrucción de 
la movilidad, so pena de encontrarse en la obligación de liberar el paso sin cobro alguno; (ii) 
imposibilidad de trasladar a los usuarios los costos administrativos, de sistemas y financieros del 
recaudo; (iii) límite en el cobro de los peajes autorizados a los concesionarios; y (iv) restricciones 
en la fijación y cobro de peajes, los cuales podrán realizarse cuando no existan estaciones de 
recaudo autorizadas en menos de 85 kilómetros de recorrido.2  

                                                 

Radicado: 2-2024-016090
Bogotá D.C., 5 de abril de 2024 15:56

En primera medida, es necesario señalar que la facultad legal establecida en el artículo 21 de la 
Ley 105 de 1993 ha permitido que los recursos producto del cobro de tasas, tarifas o peajes por 
el uso de la infraestructura se constituya en uno de los mecanismos utilizado por la Nación para 
atender las múltiples necesidades de desarrollo de infraestructura de transporte en el país, así 
como la necesidad de mantener operativamente y en condiciones seguras todas las vías a su 
cargo. Esto, a pesar de los grandes esfuerzos fiscales que en los últimos años en materia de 
inversión en infraestructura se han realizado con cargo al Presupuesto General de la Nación, los 
cuales han resultado insuficientes para atender los altos costos del desarrollo de infraestructura 
y mantenimiento de ésta. 

En este orden de ideas, se debe tener presente que, en el marco normativo vigente, la instalación 
de casetas de peajes en vías entregadas en concesión a lo largo del territorio nacional se 
encuentra asociada al cubrimiento de los costos e inversiones o una porción de estos, que se 
generen con ocasión de la ejecución de las obras necesarias para lograr el cumplimiento del 
objeto contractual, según sea el caso. Por tanto, una modificación a la estructura financiera del 
contrato, relacionada con una de las fuentes de remuneración del concesionario, generaría un
desequilibrio económico del mismo y, en consecuencia, tendría que entrar a cubrirse el menor 
recaudo con recursos del Presupuesto General de la Nación. 
  
De conformidad con lo expuesto, la instalación de casetas de peaje en las vías a cargo de la
Nación, ha contribuido de manera significativa al desarrollo de la infraestructura vial del país, 
dadas las limitaciones fiscales, por tanto, el establecimiento de los criterios previstos en el 
proyecto de ley, de fijar tarifas diferenciales, exenciones del cobro por detenciones forzadas o 
instalaciones de casetas de peajes en distancias superiores a 85 km, implica costos fiscales que 
no están previstos en las restricciones del Marco Fiscal de Mediano Plazo ni en las proyecciones 
de gastos de mediano plazo del Sector Transporte, debido al encarecimiento en la estructura de 
costos de los proyectos de inversión en infraestructura que se financien con recursos públicos. 

En todo caso, el costo del proyecto no es determinable, toda vez que esta Cartera no cuenta con 
datos relacionados con el estado de la infraestructura vial, el porcentaje habilitado para su uso, 
el porcentaje de ocurrencia de detenciones forzadas, distancia entre casetas de peaje instaladas 
y demás información que permita hacer los análisis respectivos. 

De acuerdo con lo anterior, es indispensable que los autores y ponentes de la iniciativa den 
cumplimiento de lo establecido en el artículo 7 de la Ley 819 de 20033, que determina todo 
Proyecto de Ley debe hacer explícita su compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, y 
debe incluir expresamente en la exposición de motivos y en las ponencias de trámite respectivas, 
los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada para el respectivo 
financiamiento.4

                                                 

Por lo expuesto, este Ministerio solicita se tengan en cuenta las anteriores consideraciones, y 
manifiesta la voluntad de colaborar con la actividad legislativa en términos de responsabilidad 
fiscal vigente. 

Cordialmente, 

DIEGO ALEJANDRO GUEVARA CASTAÑEDA 
Viceministro General de Hacienda y Crédito Público 
DGPPN/DAF/OAJ 

Con Copia: Dr. Jaime Luis Lacouture Peñaloza Secretario General de la Cámara de Representantes.
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CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO  
AL TEXTO DE PONENCIA PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 104 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se crea y se autoriza la emisión de la Estampilla Pro-Hospital Departamental María 
Inmaculada del departamento del Caquetá y se dictan otras disposiciones.

2.  Despacho del Viceministro General 

Bogotá. D.C., 

Honorable Representante 
ANDRÉS DAVID CALLE AGUAS 
Cámara de Representantes 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Carrera 7 No. 8  68  
Bogotá D.C., 

Asunto:         Comentarios al texto de ponencia propuesto para segundo debate al Proyecto de 
Ley No. 104 de 2023 Cámara 
de la Estampilla Pro-Hospital Departamental María Inmaculada del departamento 

Radicado entrada    
No. Expediente 13714/2024/OFI 

Respetado Presidente:  

En atención a la solicitud de emitir concepto de impacto fiscal presentada por la Honorable 
Representante, Angela María Vergara González, de manera atenta, el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público presenta los comentarios y consideraciones al texto de ponencia propuesto para 
segundo debate al Proyecto de Ley indicado en el asunto en los siguientes términos:  

El proyecto de Ley, de iniciativa parlamentaria, de acuerdo con lo contemplado en su artículo 1, 
tiene por objeto facultar a la Asamblea del departamento de Caquetá para que ordene la emisión 
de la Estampilla Pro-Hospital Departamental María Inmaculada E.S.E., del departamento de 
Caquetá, para cumplir con los requisitos de acreditación del citado hospital como de cuarta (4°) 
categoría hasta lograr un recaudo de ciento cincuenta mil millones de pesos ($150.000.000.000). 

Para tal fin, la iniciativa regula asuntos relacionados con la emisión de la estampilla, tales como, 
destinación de los recursos recaudados y sus excedentes, atribución a la Asamblea 
Departamental para determinar las características, tarifas, hechos económicos, sujetos activos y 
pasivos, bases gravables y demás asuntos referentes al uso de la estampilla, la información que 
deberá proporcionarse al Gobierno nacional, las entidades encargadas del control fiscal y la 
rendición de informes de la ejecución de los recursos obtenidos. 

En primer lugar, esta Cartera reitera su posición frente a la emisión de estampillas territoriales, 
en el sentido que es necesario fijar un marco normativo que regule la actividad legislativa en 
torno a la producción de leyes que establezcan estampillas.  

Radicado: 2-2024-016095
Bogotá D.C., 5 de abril de 2024 16:00

Al respecto, debe tenerse en cuenta que en la actualidad existen en nuestro ordenamiento 
jurídico más de setenta (70) leyes que autorizan la emisión de estampillas a las entidades 
territoriales, unas de carácter genérico y otras de carácter particular para determinadas entidades 
públicas y sectores de las entidades territoriales. Este alto volumen ha generado un incremento 
en los costos de los contratos que se suscriben en las entidades territoriales, toda vez que dichos 
actos son los que mayormente se gravan con estampillas y, ante la multiplicidad de éstas, un 
solo contrato o acto puede verse gravado con tres o más estampillas, y en un departamento con 
seis o más estampillas, lo cual aumenta el valor del contrato por el desplazamiento de la carga 
tributaria en cabeza al contratante. 

Igualmente, dado que la generalidad de leyes que autorizan la emisión de estampillas establecen 
que la facultad para determinar los hechos generadores del gravamen recaen en las 
corporaciones públicas, se han evidenciado excesos en esta competencia1, hasta el punto de 
gravar actos entre particulares (facturas, contratos de compraventa, tiquetes aéreos, entre otros), 
contradiciendo la esencia de este tributo, pues lo que debe buscar es gravar actos en los que
intervengan directamente servidores públicos de las entidades beneficiarias de la estampilla, tal 
como reiteradamente lo ha sostenido la jurisprudencia del Consejo de Estado2.   
  
A su vez, los citados excesos han ocasionado que la jurisdicción de lo contencioso administrativo 
declare la nulidad de muchas ordenanzas y acuerdos que adoptan estampillas, produciendo 
inmediatamente un impacto fiscal ante la imposibilidad de su recaudo, lo cual conlleva a un déficit 
en el sector al cual estaba destinado el tributo. Adicionalmente, puede generar el riesgo de tener 
que efectuar la devolución de los recursos recaudados, creándose de esa manera un pasivo 
contingente que puede golpear fuertemente las finanzas de la entidad territorial.  

De manera que este Ministerio considera necesario la expedición de una ley que defina todos y 
cada uno de los elementos que deben regir los elementos de las estampillas como tributo, de
una manera inequívoca, en estricta aplicación del artículo 338 de la Constitución Política3, en 
procura de la unificación de las destinaciones de las estampillas a determinados sectores. Dicha 
unificación también debe buscar una distribución precisa del ingreso, autorizando así la 
expedición de una sola estampilla para cada uno de los sectores que corresponda, eliminando 
así la expedición y proliferación de leyes como se ha venido haciendo hasta la actualidad. 

Sin perjuicio de lo anterior, este Ministerio sugiere que se revisen y se aclaren las siguientes 
disposiciones de la propuesta de ley: 

                                                 

i. El artículo 2º señala que los valores recaudados por la estampilla se destinarán 
 lo que da a entender que pueden haber otros destinos a los allí 

señalados, razón por la cual se recomienda precisar si la intención del citado artículo es 
permitir destinos adicionales a los allí enlistados. 

ii. Se recomienda revisar la redacción del artículo 3º, en cuanto expresa que La Asamblea 

demás asuntos referentes al uso obligatorio de la estampilla en las operaciones que se 
deban realizar en los diferentes municipios del departamento del Caquetá. ya que 
de esta redacción da a entender que solamente se busca gravar las operaciones 
realizadas a nivel municipal, no las a nivel departamental. De ser así, esto resultaría 
contradictorio con lo establecido más adelante en el artículo 6° el cual establece 
expresamente que a cargo de la 
Secretaría de Hacienda Departamental del Caquetá y, en el caso de los municipios 
corresponderá su recaudo a las tesorerías municipales; quienes cobraran el gravamen 
una vez su

iii. Se recomienda revisar la redacción del artículo 6, pues de su redacción se deduce que el 
hecho generador de la estampilla se limita a la suscripción de contratos. De ser esta la 
intención, carecería de contenido la atribución que el artículo 3 otorga a la Asamblea 
Departamental para definir los hechos económicos que están sujetos a la estampilla, por 
lo cual se recomienda señalar de manera explícita que únicamente la suscripción de 
contratos se considera como el hecho generador del impuesto. 

iv. Finalmente, en lo referente al artículo 4 al establecer que 
Asamblea Departamental del Caquetá en desarrollo de la presente Ley serán llevadas a 
conocimiento del Gobierno nacional a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
en coordinación con la Dirección de Apoyo Fiscal y la Secretaría de Hacienda 

 esta Cartera considera más apropiado que dichas ordenanzas sean 
remitidas al Ministerio de Salud y no a la Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, pues esta dependencia en el marco de sus competencias no 
tiene por función llevar el control de dicha información. 

Por todo lo expuesto, este Ministerio solicita que se tengan en cuenta las anteriores 
consideraciones, no sin antes manifestar la disposición de colaborar con la actividad legislativa 
dentro de los parámetros constitucionales y legales de disciplina fiscal vigente. 
  
Cordialmente, 

DIEGO ALEJANDRO GUEVARA CASTAÑEDA  
Viceministro General de Hacienda y Crédito Público 
DAF/OAJ 

Con Copia: Dr. Jaime Luis Lacouture Peñaloza  Secretario General de la Cámara de Representantes. 
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CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO A 
LA PONENCIA PROPUESTA PARA CUARTO DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

220 DE 2023 CÁMARA, 298 DE 2023 SENADO

por medio de la cual se rinde honores a la memoria y obra del expresidente Misael Eduardo Pastrana 
Borrero, con ocasión del primer centenario de su natalicio.

2.  Despacho del Viceministro General 

Bogotá D.C. 

Honorable Congresista 
ANDRÉS DAVID CALLE AGUAS  
Cámara de Representantes 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Carrera 7 No. 8-68. Edificio Nuevo del Congreso 
Bogotá D.C., 

Asunto: Comentarios a la ponencia propuesta para cuarto debate del Proyecto de Ley No. 220 
Por medio de la cual se rinde honores a la memoria y 

obra del expresidente Misael Eduardo Pastrana Borrero, con ocasión del primer centenario de su 
. 

Radicado entrada    
No. Expediente 13747/2024/OFI 

Respetado Presidente, 

De manera atenta se presentan los comentarios y consideraciones del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público a la ponencia propuesta para cuarto debate del Proyecto de Ley del asunto, en 
los siguientes términos: 

El presente proyecto de ley, de iniciativa parlamentaria, tiene por objeto honrar la memoria y obra 
del expresidente de la República, Doctor Misael Eduardo Pastrana Borrero, al cumplirse el primer 
centenario de su nacimiento, ocurrido en Neiva-Huila el 14 de noviembre de 1923, para lo cual 
se establecen disposiciones relacionadas con las siguientes acciones: 

1.

2.

3.

4.

Radicado: 2-2024-016143
Bogotá D.C., 5 de abril de 2024 16:51

5.

6.

7.

8.

Al respecto, es pertinente señalar que la financiación de las esculturas, la ejecución de obras, la 
creación de documentales, la publicación de obras, escritos y, en general, las actividades que se 
autorizan en el proyecto de ley por parte de la Nación, dependerá de la priorización que de las 
mismas realice cada una de las entidades o sectores involucrados del nivel nacional, atendiendo 
la disponibilidad de recursos que se apropien en el Presupuesto General de la Nación para cada 
vigencia fiscal y en concordancia con la autonomía presupuestal que supone la facultad de la 
entidad correspondiente para programar, ejecutar y realizar el control de su propio presupuesto, 
sin interferencia alguna de otra entidad. Este postulado se encuentra consagrado en el artículo 
110 del Estatuto Orgánico del Presupuesto (Decreto 111 de 19961) que al respecto establece: 

capacidad de contratar y comprometer a nombre de la persona jurídica de la cual hagan
parte, y ordenar el gasto en desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva 
sección, lo que constituye la autonomía presupuestal a que se refieren la Constitución 
Política y la ley. Estas facultades estarán en cabeza del jefe de cada órgano quien podrá 
delegarlas en funcionarios del nivel directivo o quien haga sus veces, y serán ejercidas 
teniendo en cuenta las normas consagradas en el Estatuto General de Contratación de la 
Administr

Conforme a lo anterior, las personas jurídicas de derecho público tienen la capacidad de priorizar, 
comprometer y ordenar el gasto en desarrollo de sus apropiaciones conforme lo dispone la 
Constitución Política y la Ley. Ahora bien, sobre el particular caso de la capacidad de ejecución 
del Presupuesto y la ordenación del gasto, la Corte Constitucional en Sentencia C-101 de 1996 2 

manifestó:  

                                                 

re a la capacidad de ejecución del 
Presupuesto. Ejecutar el gasto, significa que, a partir del programa de gastos aprobado 
limitado por los recursos aprobados en la ley de Presupuesto , se decide la oportunidad 
de contratar, comprometer los recursos y ordenar el gasto, funciones que atañen al 

. 

Por tanto, el artículo 110 del Estatuto Orgánico del Presupuesto otorgó a los órganos públicos 
que son secciones presupuestales y a los que tienen personería jurídica, la facultad de 
comprometer los recursos y ordenar el gasto dentro de los límites establecidos por la Constitución 
Política y la ley, lo cual precisa que es el ordenador del gasto quien ejecuta los recursos 
apropiados en la respectiva sección presupuestal. Así, corresponde a la entidad competente, en 
el marco de su autonomía, priorizar los recursos aprobados en la Ley Anual de Presupuesto, para 
atender las necesidades de gasto en la correspondiente vigencia fiscal. 

Por otra parte, resulta conveniente advertir que, si bien el Congreso de la República tiene la 
facultad de autorizar gasto público, es el Gobierno nacional quien debe definir, según las 
prioridades que se hayan establecido en el Plan Nacional de Desarrollo, qué partidas se deben 
incluir en el Presupuesto General de la Nación. Así lo ha entendido la Corte Constitucional y lo 
ha reiterado en varias providencias. En efecto, en la Sentencia C-1250 de 2001 3, sostuvo lo 
siguiente: 

decretar, por medio de la ley, los gastos que considere convenientes para el cumplimiento 
de los cometidos estatales.

No obstante, el artículo 154 de la Constitución reserva para el Ejecutivo la iniciativa en 
materia presupuestaria4. Ello quiere decir que las leyes que decretan gasto son una simple 
autorización, en virtud de la cual, tales gastos podrán ser incorporados en una ley de
presupuesto, si así lo propone luego el Gobierno. 

Lo anterior porque, al decir del artículo 346 Superior, corresponde al Gobierno formular el 
Presupuesto de Rentas y Ley de Apropiaciones, en el cual sólo se podrán incorporar 
partidas que correspondan a créditos judicialmente reconocidos, a gastos decretados 
conforme a las leyes anteriores, a gastos propuestos por el Gobierno para atender 
debidamente el funcionamiento de las ramas del Poder Público y el servicio de la deuda, y 
los destinados a dar cumplimiento al Plan Nacional de Desarrollo. 

                                                 

Con arreglo a estas competencias, el artículo 39 del Estatuto Orgánico del Presupuesto 
Decreto 111 de 1996 , preceptúa que 
la presentación del proyecto anual del Presupuesto General de la Nación, serán 
incorporados a éste, de acuerdo con la disponibilidad de recursos, y las prioridades 
del Gobierno, si corresponden a funciones de órganos del nivel nacional y guardan 
concordancia con el Plan Nacional de Inversiones, e igualmente, las apropiaciones a las 
cual  (El resaltado 
no se encuentra en el texto original). 

Así mismo, ha establecido ese Alto Tribunal5 que 
refieren a la asignación de partidas del Presupuesto Nacional para el cubrimiento de 
determinados gastos, la Corte ha sostenido reiteradamente una posición según la cual tales 
disposiciones del Legislador que ordenan gastos, expedidas con el cumplimiento de las 
formalidades constitucionales, no pueden tener mayor eficacia que la de constituir títulos jurídicos 
suficientes, en los términos de los artículos 345 y 346 de la Carta, para la posterior inclusión 
del gasto en la ley de Presupuesto, pero que ellas en sí mismas no pueden constituir 
órdenes para llevar a cabo tal inclusión  (El resaltado no se 
encuentra en el texto original). 

Es por ello que los gastos que produce esta iniciativa para la nación podrán ser atendidos con 
recursos que serán incorporados al Presupuesto General de la Nación en la medida que sean 
priorizados por la entidad competente en el marco de su autonomía. Además, para el caso de 
proyectos del orden regional o territorial, estará condicionado a su selección, de acuerdo con lo 
dispuesto para los Proyectos de Inversión del Banco Nacional de Programas y Proyectos, de que 
trata el Decreto 111 de 19966. 

Adicionalmente, con fundamento en las anteriores consideraciones y la jurisprudencia citada, se 
hace necesario que se elimine el artículo 11 del proyecto de ley, que establece 
actividades establecidas en la presente ley se deberán ejecutar dentro del año siguiente a su 

, toda vez que su enunciado corresponde a un mandato imperativo de 
ejecución de las obras y actividades consignadas a lo largo del proyecto de ley, lo que resulta 
contradictorio con el resto del articulado e implicaría una orden para el Gobierno de apropiar 
recursos en la ley de presupuesto respectiva, en contravía de la autonomía antes enunciada y en 
general del Estatuto Orgánico del Presupuesto.  

Finalmente, se hace necesario que los autores y ponentes den cumplimiento a lo establecido en 
el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, el cual establece que toda iniciativa debe hacer explícita su 
compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, y debe incluir expresamente en la 
exposición de motivos y en las ponencias de trámite respectivas, los costos fiscales de la iniciativa 
y la fuente de ingreso adicional generada para el respectivo financiamiento. 
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En razón de lo expuesto, este Ministerio solicita se tengan en cuenta las anteriores solicitudes y 
comentarios dados al proyecto de ley, no obstante, se manifiesta la disposición de colaborar con 
la actividad legislativa dentro de los parámetros constitucionales y legales de disciplina fiscal 
vigente. 

Cordialmente, 

DIEGO ALEJANDRO GUEVARA CASTAÑEDA 
Viceministro General de Hacienda y Crédito Público 
OAJ/DGPPN 

Con Copia a: Jaime Luis Lacouture Peñaloza, Secretario General de la Cámara de Representantes 

CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL SOBRE EL 
TEXTO DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 351 DE 

2024 CÁMARA

por medio del cual se establecen lineamientos para Fortalecimiento de la Economía Popular y Social- 
Solidaria en el Sector Rural en Colombia, y se dictan otras disposiciones.

Bogotá

Doctor
RICARDO ALFONSO ALBORNOZ BARRETO
Secretario Comisión Séptima
Cámara de Representantes
Edificio Nuevo del Congreso
Bogotá D.C.

Referencia: Concepto al proyecto de ley No. 351 de 2024 Cámara

Respetado Doctor, reciba un cordial saludo.

Con toda atención, me permito remitir concepto del Ministerio de Educación Nacional sobre 
el texto de ponencia para primer debate al proyecto de ley 351 de 2024 Cámara “por medio 
del cual se establecen lineamientos para Fortalecimiento de la Economía Popular y Social-
Solidaria en el Sector Rural en Colombia, y se dictan otras disposiciones”.

Desde el Ministerio de Educación Nacional estamos atentos a brindar toda la colaboración 
en las iniciativas legislativas que redunden en el mejoramiento de la educación del país.

Cordialmente,

DORA LILIA MARIN DIAZ
Viceministra de Educación Superior (E)

Copia Autores: H.R.JUAN CARLOS VARGAS SOLER , H.R.JUAN PABLO SALAZAR RIVERA

Ponente: H.R. JUAN CARLOS VARGAS SOLER

DORA LILIA A MARINNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNN D
Viceministra de Eduuuuuuca

Concepto al proyecto de ley 351 de 2024 Cámara
“Por medio del cual se establecen lineamientos para fortalecimiento de la economía 

popular y social-solidaria en el sector rural en Colombia, y se dictan otras 
disposiciones.”

Objeto y motivación

La iniciativa tiene por objeto promover, fomentar, fortalecer y desarrollar la economía 
popular y social-solidaria del sector rural en Colombia, a partir del fortalecimiento de la 
economía campesina y solidaria, potenciando con ello la seguridad y la soberanía 
alimentaria.

En ese sentido, busca establecer un marco normativo sólido que reconozca, proteja y 
promueva la economía campesina como un componente esencial para el desarrollo rural 
Sostenible; creando las condiciones necesarias para que el campesinado pueda desarrollar 
sus actividades de manera digna y sustentable, contribuyendo al desarrollo socio-
económico del país.

i. CONSIDERACIONES GENERALES

De acuerdo con lo establecido en la Ley 2294 de 2023, titulada "Por el cual se expide el 
Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida””, se 
reconoce a la economía popular como el pilar fundamental de la hoja de ruta del Gobierno 
Nacional. Este enfoque se considera una herramienta estratégica para impulsar la 
productividad y como el motor de una estrategia orientada a posicionar los productos 
nacionales, tanto para satisfacer la demanda interna como para impulsar las exportaciones, 
lo cual figura como uno de los objetivos prioritarios de la agenda gubernamental.

En este sentido, la mencionada ley, en su SECCIÓN II, específicamente en los artículos 74 
y siguientes, contempla la creación del Consejo Nacional de la Economía Popular, la 
formulación de una política pública sobre trabajo digno y decente, el desarrollo de 
instrumentos para facilitar la inclusión financiera y crediticia de la economía popular, la 
promoción de las finanzas verdes, la innovación y el emprendimiento, así como la creación 
de Asociaciones Público Populares, entre otras medidas. Estas disposiciones resaltan el 
interés del Gobierno Nacional en recuperar la confianza en el Estado y en construir una 
sociedad fundamentada en el reconocimiento del trabajo.

Ahora bien, al analizar detenidamente el texto de la iniciativa legislativa, y en virtud de un 
examen exhaustivo realizado por el Ministerio de Educación Nacional, se considera 
oportuno presentar consideraciones respecto al artículo 11, las cuales se detallan a 
continuación:

Artículo 11

Artículo 11. Formación técnica y educación campesina. El Servicio Nacional de 
Aprendizaje (SENA) creará programas de formación dirigidos exclusivamente a 
población campesina de Colombia, el cual deberá impartirse de forma presencial en 
un sector cercano al domicilio de cada aprendiz.

Los programas técnicos deberán contar con desarrollos formativos aplicables para 
la producción y productividad de la economía campesina, social y solidaria. 

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional, en articulación con el SENA, dentro 
del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley realizará las respectivas 
gestiones y articulación con el fin de certificar competencias al campesinado 
colombiano.

De acuerdo con el Decreto 947 de 2022, la evaluación y certificación de competencias 
constituye un mecanismo para el Reconocimiento de Aprendizajes Previos (RAP), mediante 
el cual las entidades evaluadoras y certificadoras públicas nacionales habilitadas por el 
Ministerio del Trabajo, valoran y certifican las competencias demostradas por una persona 
a partir de las normas de competencia, las normas sectoriales de competencia laboral y las 
normas internacionales de competencia laboral adoptadas y adaptadas para Colombia en 
el marco del Sistema Nacional de Cualificaciones (SNC). Esto tiene como finalidad facilitar 
el acceso y la movilidad educativa, formativa y laboral; permitiendo que los certificados de 
competencias tengan validez en el ámbito laboral, de acuerdo con la autonomía institucional 
y la normatividad vigente de cada sector de la economía. 

Los objetivos del Subsistema de Evaluación y Certificación de Competencias (SECC) son 
múltiples: facilitar el reconocimiento formal de los conocimientos, habilidades, destrezas y 
actitudes de una persona a través de la evaluación y certificación de competencias; aportar 
información para la identificación y cierre de brechas de competencia de las personas con 
el fin de contribuir en la generación de estrategias y el mejoramiento de la cualificación del 
talento humano; y favorecer la empleabilidad.

Sin embargo, conforme al Decreto 2269 de 2023, se establece que la competencia 
institucional del Ministerio de Educación Nacional se centra en la definición de las políticas 
y los lineamientos para la prestación de un servicio de enseñanza de calidad, con acceso 
equitativo y de permanencia, orientando entre otros, al Sistema de Educación Superior en 
el marco de la autonomía universitaria, fomentando: (i) El acceso con equidad de la 
ciudadanía colombiana, (ii) La calidad académica, (iii) La operación del sistema de 
aseguramiento de la calidad, (iv) La pertinencia de los programas, su evaluación 
permanente y sistemática, (v) La eficiencia y transparencia de la gestión para facilitar la 
modernización de las instituciones de educación superior y, finalmente, (vi) Orientando la 
implementación de un modelo administrativo por resultados mediante la asignación de 
recursos con racionalidad.

Fundamentos normativos que permiten evidenciar que el Ministerio de Educación Nacional
no posee competencias para el reconocimiento o certificación de competencias de los 
campesinos. Por lo tanto, se recomienda la exclusión del Ministerio de Educación Nacional
del artículo 11 de la iniciativa legislativa.

ii. RECOMENDACIONES

El Ministerio de Educación Nacional reconoce la relevancia de la iniciativa examinada. No 
obstante, con el propósito de promover la coherencia, la racionalidad y la suficiencia en la 
regulación del sector educativo en el ordenamiento jurídico colombiano, se sugiere la 
exclusión de esta Cartera del artículo 11 del proyecto de ley, en virtud de las competencias 
atribuidas al Ministerio en el Decreto 2269 de 2023.
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Bogotá

Doctor
RICARDO ALFONSO ALBORNOZ BARRETO
Secretario Comisión Séptima
Cámara de Representantes
Edificio Nuevo del Congreso
Bogotá D.C.

Referencia: Concepto al proyecto de ley No. 351 de 2024 Cámara

Respetado Doctor, reciba un cordial saludo.

Con toda atención, me permito remitir concepto del Ministerio de Educación Nacional sobre 
el texto de ponencia para primer debate al proyecto de ley 351 de 2024 Cámara “por medio 
del cual se establecen lineamientos para Fortalecimiento de la Economía Popular y Social-
Solidaria en el Sector Rural en Colombia, y se dictan otras disposiciones”.

Desde el Ministerio de Educación Nacional estamos atentos a brindar toda la colaboración 
en las iniciativas legislativas que redunden en el mejoramiento de la educación del país.

Cordialmente,

DORA LILIA MARIN DIAZ
Viceministra de Educación Superior (E)

Copia Autores: H.R.JUAN CARLOS VARGAS SOLER , H.R.JUAN PABLO SALAZAR RIVERA

Ponente: H.R. JUAN CARLOS VARGAS SOLER

DORA LILIA A MARINNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNNN D
Viceministra de Eduuuuuuca

Concepto al proyecto de ley 351 de 2024 Cámara
“Por medio del cual se establecen lineamientos para fortalecimiento de la economía 

popular y social-solidaria en el sector rural en Colombia, y se dictan otras 
disposiciones.”

Objeto y motivación

La iniciativa tiene por objeto promover, fomentar, fortalecer y desarrollar la economía 
popular y social-solidaria del sector rural en Colombia, a partir del fortalecimiento de la 
economía campesina y solidaria, potenciando con ello la seguridad y la soberanía 
alimentaria.

En ese sentido, busca establecer un marco normativo sólido que reconozca, proteja y 
promueva la economía campesina como un componente esencial para el desarrollo rural 
Sostenible; creando las condiciones necesarias para que el campesinado pueda desarrollar 
sus actividades de manera digna y sustentable, contribuyendo al desarrollo socio-
económico del país.

i. CONSIDERACIONES GENERALES

De acuerdo con lo establecido en la Ley 2294 de 2023, titulada "Por el cual se expide el 
Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida””, se 
reconoce a la economía popular como el pilar fundamental de la hoja de ruta del Gobierno 
Nacional. Este enfoque se considera una herramienta estratégica para impulsar la 
productividad y como el motor de una estrategia orientada a posicionar los productos 
nacionales, tanto para satisfacer la demanda interna como para impulsar las exportaciones, 
lo cual figura como uno de los objetivos prioritarios de la agenda gubernamental.

En este sentido, la mencionada ley, en su SECCIÓN II, específicamente en los artículos 74 
y siguientes, contempla la creación del Consejo Nacional de la Economía Popular, la 
formulación de una política pública sobre trabajo digno y decente, el desarrollo de 
instrumentos para facilitar la inclusión financiera y crediticia de la economía popular, la 
promoción de las finanzas verdes, la innovación y el emprendimiento, así como la creación 
de Asociaciones Público Populares, entre otras medidas. Estas disposiciones resaltan el 
interés del Gobierno Nacional en recuperar la confianza en el Estado y en construir una 
sociedad fundamentada en el reconocimiento del trabajo.

Ahora bien, al analizar detenidamente el texto de la iniciativa legislativa, y en virtud de un 
examen exhaustivo realizado por el Ministerio de Educación Nacional, se considera 
oportuno presentar consideraciones respecto al artículo 11, las cuales se detallan a 
continuación:

Artículo 11

Artículo 11. Formación técnica y educación campesina. El Servicio Nacional de 
Aprendizaje (SENA) creará programas de formación dirigidos exclusivamente a 
población campesina de Colombia, el cual deberá impartirse de forma presencial en 
un sector cercano al domicilio de cada aprendiz.

Los programas técnicos deberán contar con desarrollos formativos aplicables para 
la producción y productividad de la economía campesina, social y solidaria. 

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional, en articulación con el SENA, dentro 
del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley realizará las respectivas 
gestiones y articulación con el fin de certificar competencias al campesinado 
colombiano.

De acuerdo con el Decreto 947 de 2022, la evaluación y certificación de competencias 
constituye un mecanismo para el Reconocimiento de Aprendizajes Previos (RAP), mediante 
el cual las entidades evaluadoras y certificadoras públicas nacionales habilitadas por el 
Ministerio del Trabajo, valoran y certifican las competencias demostradas por una persona 
a partir de las normas de competencia, las normas sectoriales de competencia laboral y las 
normas internacionales de competencia laboral adoptadas y adaptadas para Colombia en 
el marco del Sistema Nacional de Cualificaciones (SNC). Esto tiene como finalidad facilitar 
el acceso y la movilidad educativa, formativa y laboral; permitiendo que los certificados de 
competencias tengan validez en el ámbito laboral, de acuerdo con la autonomía institucional 
y la normatividad vigente de cada sector de la economía. 

Los objetivos del Subsistema de Evaluación y Certificación de Competencias (SECC) son 
múltiples: facilitar el reconocimiento formal de los conocimientos, habilidades, destrezas y 
actitudes de una persona a través de la evaluación y certificación de competencias; aportar 
información para la identificación y cierre de brechas de competencia de las personas con 
el fin de contribuir en la generación de estrategias y el mejoramiento de la cualificación del 
talento humano; y favorecer la empleabilidad.

Sin embargo, conforme al Decreto 2269 de 2023, se establece que la competencia 
institucional del Ministerio de Educación Nacional se centra en la definición de las políticas 
y los lineamientos para la prestación de un servicio de enseñanza de calidad, con acceso 
equitativo y de permanencia, orientando entre otros, al Sistema de Educación Superior en 
el marco de la autonomía universitaria, fomentando: (i) El acceso con equidad de la 
ciudadanía colombiana, (ii) La calidad académica, (iii) La operación del sistema de 
aseguramiento de la calidad, (iv) La pertinencia de los programas, su evaluación 
permanente y sistemática, (v) La eficiencia y transparencia de la gestión para facilitar la 
modernización de las instituciones de educación superior y, finalmente, (vi) Orientando la 
implementación de un modelo administrativo por resultados mediante la asignación de 
recursos con racionalidad.

Fundamentos normativos que permiten evidenciar que el Ministerio de Educación Nacional
no posee competencias para el reconocimiento o certificación de competencias de los 
campesinos. Por lo tanto, se recomienda la exclusión del Ministerio de Educación Nacional
del artículo 11 de la iniciativa legislativa.

ii. RECOMENDACIONES

El Ministerio de Educación Nacional reconoce la relevancia de la iniciativa examinada. No 
obstante, con el propósito de promover la coherencia, la racionalidad y la suficiencia en la 
regulación del sector educativo en el ordenamiento jurídico colombiano, se sugiere la 
exclusión de esta Cartera del artículo 11 del proyecto de ley, en virtud de las competencias 
atribuidas al Ministerio en el Decreto 2269 de 2023.

CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTERIO DEL DEPORTE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 361 DE 2024 CÁMARA - 211 DE 2022 SENADO

por medio de la cual se crean los Centros de Deporte - Cubos, el Sistema de Información Inteligente  
de Deporte (SIIDEP) y el algoritmo de detección de talentos deportivos - Cristina.
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CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 361 DE 2024 CÁMARA - 211 DE 2022 SENADO

por medio de la cual se crean los Centros de Deporte - Cubos, el Sistema de Información Inteligente de 
Deporte (SIIDEP) y el algoritmo de detección de talentos deportivos - Cristina.

Bogotá

Doctor
RICARDO ALFONSO ALBORNOZ BARRETO
Secretario Comisión Séptima
Cámara de Representantes
Edificio Nuevo del Congreso
Bogotá D.C.

Referencia: Concepto al Proyecto de Ley 361 de 2024 Cámara - 211 de 
2022 Senado

Respetado Doctor, reciba un cordial saludo.

Con toda atención, me permito remitir concepto del Ministerio de Educación Nacional sobre 
el texto de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley No 361 de 2024 Cámara - 211 
de 2022 Senado “Por medio de la cual se crean los centros de deporte – CUBOS, el sistema 
de información inteligente de deporte – SIIDEP y el algoritmo de detección de talentos 
deportivos – CRISTINA”.

Desde el Ministerio de Educación Nacional estamos atentos a brindar toda la colaboración 
en las iniciativas legislativas que redunden en el mejoramiento de la educación del país.

Cordialmente,

DORA LILIA MARIN DIAZ
Viceministra de Educación Superior (E)

Copia Autores: H.S.JORGE ENRIQUE BENEDETTI MARTELO , H.S.ANTONIO LUIS ZABARAÍN GUEVARA , H.S.CARLOS ABRAHAM JIMÉNEZ, 
H.S.DIDIER LOBO CHINCHILLA , H.S.JOSE LUIS PÉREZ OYUELA , H.S.SOR BERENICE BEDOYA PÉREZ , H.S.JOSÉ ALFREDO MARÍN 
LOZANO H.R.BETSY JUDITH PÉREZ ARANGO , H.R.JAVIER ALEXANDER SÁNCHEZ REYES , H.R.LINA MARÍA GARRIDO MARTÍN , 
H.R.MAURICIO PARODI DÍAZ , H.R.JAIRO HUMBERTO CRISTO CORREA , H.R.JOHN EDGAR PÉREZ ROJAS , H.R.OSCAR RODRIGO 
CAMPO HURTADO , H.R.MODESTO ENRIQUE AGUILERA VIDES , H.R.HERNANDO GONZÁLEZ , H.R.GERSEL LUIS PÉREZ 
ALTAMIRANDA , H.R.CARLOS ALBERTO CUENCA CHAUX , H.R.NESTOR LEONARDO RICO RICO , H.R.JORGE MÉNDEZ HERNÁNDEZ

Ponente: H.R. BETSY JUDITH PÉREZ ARANGO

DORA LILIA MARIIIIINNNNNNNNNNNN
Viceministra de Edddddduuuucuuuuuuu a

Concepto al Proyecto de Ley 361 de 2024 Cámara - 211 de 2022 Senado
“Por medio de la cual se crean los centros de deporte – CUBOS, el sistema de 

información inteligente de deporte – SIIDEP y el algoritmo de detección de talentos 
deportivos – CRISTINA”

Objeto y Motivación

La iniciativa propuesta busca crear los Centros de Deporte y Recreación - CUBOS, el 
Sistema de Información Inteligente de Deporte - SIIDEP y el Algoritmo de Detección de 
Talentos Deportivos - Cristina con el objetivo de fomentar la recreación y la práctica del 
deporte. Los autores reconocen la importancia de respaldar y promover la actividad 
deportiva en todas sus disciplinas, así como la necesidad de integrar la tecnología en este 
ámbito. El respaldo a las prácticas deportivas y el estímulo a nuevos talentos se consideran 
fundamentales para alcanzar su máximo potencial.

i. CONSIDERACIONES GENERALES

Con base en el análisis de la iniciativa realizado por el Ministerio de Educación Nacional, 
se considera oportuno presentar consideraciones al proyecto de ley, las cuales se detallan
a continuación:

Artículo 3:

“Artículo 3. Sistema de Información. Los CUBOS socializarán y publicarán en sus 
instalaciones y en el Sistema de Información Inteligente de Deporte - SIIDEP la 
información de las demás instalaciones deportivas, públicas o privadas, ubicadas en la 
entidad territorial correspondiente donde las comunidades puedan acudir en procura del 
ejercicio de las disciplinas deportivas. 

Los CUBOS se podrán vincular con escuelas y ligas deportivas, entidades privadas o 
con los entes territoriales o institucionales para fomentar el deporte. 

Los CUBOS registrarán en el SIIDEP la información sobre el rendimiento, los logros y 
el desempeño de los participantes en las diferentes actividades deportivas. A partir de 
estos datos se detectarán potenciales talentos que podrán ser consultados o tenidos en 
cuenta para las diversas convocatorias, beneficios u oportunidades ofertadas por las 
entidades territoriales, así como por entidades privadas o educativas. 

Además de los usuarios, la información del SIIDEP podrá ser consultada por las 
instituciones deportivas de las entidades territoriales para la implementación de políticas 
de formación y capacitación. 

Los deportistas registrados en el SIIDEP que se destaquen por sus resultados tendrán 
prelación en la asignación de becas deportivas y estudiantiles que oferte el Ministerio 
del Deporte en coordinación con el Ministerio de Educación”. 

La Ley 181 de 1995, conocida como la Ley del Deporte, ha instituido en su TÍTULO V: DE 
LA SEGURIDAD SOCIAL Y ESTÍMULOS PARA LOS DEPORTISTAS, una serie de 
prerrogativas relacionadas con el otorgamiento de créditos educativos y la exención del 
pago de derechos de estudio a los deportistas colombianos, tal como lo dispone el artículo 
36 de la misma.

Por otro lado, el artículo 3 de la Ley 1967 de 2019 establece que el Ministerio del Deporte, 
en calidad de entidad cabeza de sector, tiene como objeto formular, adoptar, dirigir, 
coordinar, inspeccionar, vigilar, controlar y ejecutar la política pública, planes, programas y 
proyectos en materia del deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la 
actividad física para promover el bienestar, la calidad de vida, así como contribuir a la salud 
pública, a la educación, a la cultura, a la cohesión e integración social, a la conciencia 
nacional y a las relaciones internacionales, a través de la participación de los actores 
públicos y privados.

En consonancia con lo anterior, el artículo 4 de la mencionada Ley establece diversas 
funciones para el cumplimiento de dicho objeto, además de las establecidas en la 
Constitución Política de Colombia y en el artículo 59 de la Ley 489 de 1998. Entre estas 
funciones se destacan: formular, adoptar, coordinar la ejecución y evaluar estrategias para 
la promoción, el fomento, el desarrollo y la orientación del deporte; dirigir, organizar, 
coordinar y evaluar el Sistema Nacional del Deporte para el cumplimiento de sus objetivos 
y orientar el deporte colombiano, el Comité Olímpico Colombiano, el Comité Paralímpico 
Colombiano, las federaciones deportivas, los institutos y ligas departamentales y 
municipales, entre otros, en el marco de sus competencias, para apoyar a los nuevos 
talentos deportivos de todas las regiones del país; proponer e impulsar estrategias, planes, 
programas, acciones para identificar talentos del deporte que incluyan estímulos a docentes 
y entrenadores de acuerdo con las políticas trazadas por el Ministerio del Deporte.

Estas disposiciones constitucionales y legales han servido como pilares para el desarrollo 
normativo que promueve la integralidad deportiva, como lo evidencia el Decreto 985 del 13 
de junio de 2022, el cual establece la asignación de becas de estudio y manutención a 
través de procesos de convocatoria, postulación, evaluación y conformación de listas de 
elegibles, considerando criterios relacionados tanto con las condiciones deportivas como 
socioeconómicas de los deportistas.

En virtud de lo expuesto, esta Cartera considera que el Ministerio del Deporte, en ejercicio
de sus competencias, puede establecer las condiciones y requisitos para la asignación de 
becas deportivas y estudiantiles, sin necesidad de la intervención de este Ministerio. Por 
consiguiente, y sin perjuicio del concepto que pueda emitir el Ministerio del Deporte, se 
recomienda la exclusión del Ministerio de Educación Nacional del artículo 3 de la iniciativa.

ii. RECOMENDACIONES

El Ministerio de Educación Nacional reconoce la importancia de la iniciativa examinada. No 
obstante, para garantizar una armonización adecuada y completa de las normas 
relacionadas con el sector educativo dentro del ordenamiento jurídico colombiano, se 
sugiere que este Ministerio sea excluido del artículo 3. Esto fundamentado en las 
competencias establecidas por la Ley 1967 de 2019 para el Ministerio del Deporte.

Bogotá

Doctor
RICARDO ALFONSO ALBORNOZ BARRETO
Secretario Comisión Séptima
Cámara de Representantes
Edificio Nuevo del Congreso
Bogotá D.C.

Referencia: Concepto al Proyecto de Ley 361 de 2024 Cámara - 211 de 
2022 Senado

Respetado Doctor, reciba un cordial saludo.

Con toda atención, me permito remitir concepto del Ministerio de Educación Nacional sobre 
el texto de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley No 361 de 2024 Cámara - 211 
de 2022 Senado “Por medio de la cual se crean los centros de deporte – CUBOS, el sistema 
de información inteligente de deporte – SIIDEP y el algoritmo de detección de talentos 
deportivos – CRISTINA”.

Desde el Ministerio de Educación Nacional estamos atentos a brindar toda la colaboración 
en las iniciativas legislativas que redunden en el mejoramiento de la educación del país.

Cordialmente,

DORA LILIA MARIN DIAZ
Viceministra de Educación Superior (E)

Copia Autores: H.S.JORGE ENRIQUE BENEDETTI MARTELO , H.S.ANTONIO LUIS ZABARAÍN GUEVARA , H.S.CARLOS ABRAHAM JIMÉNEZ, 
H.S.DIDIER LOBO CHINCHILLA , H.S.JOSE LUIS PÉREZ OYUELA , H.S.SOR BERENICE BEDOYA PÉREZ , H.S.JOSÉ ALFREDO MARÍN 
LOZANO H.R.BETSY JUDITH PÉREZ ARANGO , H.R.JAVIER ALEXANDER SÁNCHEZ REYES , H.R.LINA MARÍA GARRIDO MARTÍN , 
H.R.MAURICIO PARODI DÍAZ , H.R.JAIRO HUMBERTO CRISTO CORREA , H.R.JOHN EDGAR PÉREZ ROJAS , H.R.OSCAR RODRIGO 
CAMPO HURTADO , H.R.MODESTO ENRIQUE AGUILERA VIDES , H.R.HERNANDO GONZÁLEZ , H.R.GERSEL LUIS PÉREZ 
ALTAMIRANDA , H.R.CARLOS ALBERTO CUENCA CHAUX , H.R.NESTOR LEONARDO RICO RICO , H.R.JORGE MÉNDEZ HERNÁNDEZ

Ponente: H.R. BETSY JUDITH PÉREZ ARANGO

DORA LILIA MARIIIIINNNNNNNNNNNN
Viceministra de Edddddduuuucuuuuuuu a

Concepto al Proyecto de Ley 361 de 2024 Cámara - 211 de 2022 Senado
“Por medio de la cual se crean los centros de deporte – CUBOS, el sistema de 

información inteligente de deporte – SIIDEP y el algoritmo de detección de talentos 
deportivos – CRISTINA”

Objeto y Motivación

La iniciativa propuesta busca crear los Centros de Deporte y Recreación - CUBOS, el 
Sistema de Información Inteligente de Deporte - SIIDEP y el Algoritmo de Detección de 
Talentos Deportivos - Cristina con el objetivo de fomentar la recreación y la práctica del 
deporte. Los autores reconocen la importancia de respaldar y promover la actividad 
deportiva en todas sus disciplinas, así como la necesidad de integrar la tecnología en este 
ámbito. El respaldo a las prácticas deportivas y el estímulo a nuevos talentos se consideran 
fundamentales para alcanzar su máximo potencial.

i. CONSIDERACIONES GENERALES

Con base en el análisis de la iniciativa realizado por el Ministerio de Educación Nacional, 
se considera oportuno presentar consideraciones al proyecto de ley, las cuales se detallan
a continuación:

Artículo 3:

“Artículo 3. Sistema de Información. Los CUBOS socializarán y publicarán en sus 
instalaciones y en el Sistema de Información Inteligente de Deporte - SIIDEP la 
información de las demás instalaciones deportivas, públicas o privadas, ubicadas en la 
entidad territorial correspondiente donde las comunidades puedan acudir en procura del 
ejercicio de las disciplinas deportivas. 

Los CUBOS se podrán vincular con escuelas y ligas deportivas, entidades privadas o 
con los entes territoriales o institucionales para fomentar el deporte. 

Los CUBOS registrarán en el SIIDEP la información sobre el rendimiento, los logros y 
el desempeño de los participantes en las diferentes actividades deportivas. A partir de 
estos datos se detectarán potenciales talentos que podrán ser consultados o tenidos en 
cuenta para las diversas convocatorias, beneficios u oportunidades ofertadas por las 
entidades territoriales, así como por entidades privadas o educativas. 

Además de los usuarios, la información del SIIDEP podrá ser consultada por las 
instituciones deportivas de las entidades territoriales para la implementación de políticas 
de formación y capacitación. 

Los deportistas registrados en el SIIDEP que se destaquen por sus resultados tendrán 
prelación en la asignación de becas deportivas y estudiantiles que oferte el Ministerio 
del Deporte en coordinación con el Ministerio de Educación”. 

La Ley 181 de 1995, conocida como la Ley del Deporte, ha instituido en su TÍTULO V: DE 
LA SEGURIDAD SOCIAL Y ESTÍMULOS PARA LOS DEPORTISTAS, una serie de 
prerrogativas relacionadas con el otorgamiento de créditos educativos y la exención del 
pago de derechos de estudio a los deportistas colombianos, tal como lo dispone el artículo 
36 de la misma.

Por otro lado, el artículo 3 de la Ley 1967 de 2019 establece que el Ministerio del Deporte, 
en calidad de entidad cabeza de sector, tiene como objeto formular, adoptar, dirigir, 
coordinar, inspeccionar, vigilar, controlar y ejecutar la política pública, planes, programas y 
proyectos en materia del deporte, la recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la 
actividad física para promover el bienestar, la calidad de vida, así como contribuir a la salud 
pública, a la educación, a la cultura, a la cohesión e integración social, a la conciencia 
nacional y a las relaciones internacionales, a través de la participación de los actores 
públicos y privados.

En consonancia con lo anterior, el artículo 4 de la mencionada Ley establece diversas 
funciones para el cumplimiento de dicho objeto, además de las establecidas en la 
Constitución Política de Colombia y en el artículo 59 de la Ley 489 de 1998. Entre estas 
funciones se destacan: formular, adoptar, coordinar la ejecución y evaluar estrategias para 
la promoción, el fomento, el desarrollo y la orientación del deporte; dirigir, organizar, 
coordinar y evaluar el Sistema Nacional del Deporte para el cumplimiento de sus objetivos 
y orientar el deporte colombiano, el Comité Olímpico Colombiano, el Comité Paralímpico 
Colombiano, las federaciones deportivas, los institutos y ligas departamentales y 
municipales, entre otros, en el marco de sus competencias, para apoyar a los nuevos 
talentos deportivos de todas las regiones del país; proponer e impulsar estrategias, planes, 
programas, acciones para identificar talentos del deporte que incluyan estímulos a docentes 
y entrenadores de acuerdo con las políticas trazadas por el Ministerio del Deporte.

Estas disposiciones constitucionales y legales han servido como pilares para el desarrollo 
normativo que promueve la integralidad deportiva, como lo evidencia el Decreto 985 del 13 
de junio de 2022, el cual establece la asignación de becas de estudio y manutención a 
través de procesos de convocatoria, postulación, evaluación y conformación de listas de 
elegibles, considerando criterios relacionados tanto con las condiciones deportivas como 
socioeconómicas de los deportistas.

En virtud de lo expuesto, esta Cartera considera que el Ministerio del Deporte, en ejercicio
de sus competencias, puede establecer las condiciones y requisitos para la asignación de 
becas deportivas y estudiantiles, sin necesidad de la intervención de este Ministerio. Por 
consiguiente, y sin perjuicio del concepto que pueda emitir el Ministerio del Deporte, se 
recomienda la exclusión del Ministerio de Educación Nacional del artículo 3 de la iniciativa.

ii. RECOMENDACIONES

El Ministerio de Educación Nacional reconoce la importancia de la iniciativa examinada. No 
obstante, para garantizar una armonización adecuada y completa de las normas 
relacionadas con el sector educativo dentro del ordenamiento jurídico colombiano, se 
sugiere que este Ministerio sea excluido del artículo 3. Esto fundamentado en las 
competencias establecidas por la Ley 1967 de 2019 para el Ministerio del Deporte.
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